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			PRÓLOGO

			Medio  siglo  después 

			Es extraño estar redactando el prólogo de un libro cuya primera edición fue hace medio siglo.  Y lo es más al saber que no obstante el paso de 50 años de transformaciones y conflictos tan profundos en nuestra sociedad, la decisión editorial haya sido publicarlo sin el cambio de un adjetivo o de una coma.  

			Varios meses antes del 11 de septiembre de 1973  --cuatro, si no más-- era evidente que el país se había salido de madre y los acontecimientos, ya casi enteramente fuera de control, tomaban una velocidad que daba vértigo.  Los chilenos intuían que algo grave se venía sobre sus vidas como individuos, como familias y como nación.  Sólo una suerte de negación o comodidad puede justificar las declaraciones de aquellos que dicen que el golpe los sorprendió aquella mañana cuando escucharon por radios las marchas militares, las proclamas de las Fuerzas Armadas y vieron las estelas que en el cielo dejaban los Hawkers Hunter que bombardeaban La Moneda.

			Apenas días después de la muerte de Salvador Allende, Eric Hobsbawm, el historiador inglés, marxista, y en la época uno de los intelectuales más respetados del mundo, escribió que “por trágica que sea la noticia del golpe, fue esperado y anticipado.  No sorprendió a nadie.”  Ese pesimismo era similar en la izquierda chilena donde Carlos Altamirano recordaría que “dos meses antes del golpe estábamos derrotados, política y, por cierto, militarmente”.  Sería inoficioso hacer una lista de citas de dirigentes del país, de todos los sectores y bandos, que pensaban que los acontecimientos se encaminaban a una ruptura dramática.  Las expectativas de las distintas partes eran diferentes, e incluso antagónicas; pero que habría un enfrentamiento lo sabía la izquierda, el centro y la derecha; los militares, los paramilitares y las brigadas de choque de los partidos.  También la prensa internacional, como lo indicaba el número de corresponsales extranjeros que acudían a Chile o se establecían por semanas en los hoteles de Santiago, en espera de cubrir un alzamiento militar que se veía venir.

			Recuerdo ese tiempo en que tenía la casi certeza que, más allá de lo que hicieran o no los partidos, la sociedad civil, el intento revolucionario iba a terminar mal y muy probablemente, en un golpe militar; no creía que en una guerra civil.  Sí, pensaba, que habría enfrentamientos en las calles y en unas pocas industrias pues suponía que el PS y el MIR --como lo declaraban ellos mismos-- disponían de un incipiente poder armado.  Meses antes del golpe, para ser preciso, hace 50 años y tres meses, decidí abandonar mis trabajos y actividades, para concentrarme en escribir sobre el tiempo que vivíamos: la tragedia en marcha.  

			Una tarea ambiciosa y cuesta arriba. El que escribe sobre la historia sabe que la objetividad es difícil de lograr pues está obligado a ordenar los datos y acontecimientos y a interpelarlos, lo que hace inevitable --aunque no lo quiera-- asumir una perspectiva.  Pero si la objetividad es esquiva, el rigor intelectual no lo es.  Es posible y además una obligación.  Sobre esas dos bases --la búsqueda de objetividad y el compromiso con las prácticas académicas-- creía que era posible un estudio desapasionado, sin odio ni resentimientos, sólido en los datos, estricto en sus fuentes y en sus fundamentos intelectuales; ajeno al clima político y moral de esos días donde el gobierno de la Unidad Popular era objeto, por sus opositores, de los más despiadados ataques y, por sus partidarios, de una defensa ciega y agresiva.

			En la medida en que el trabajo avanzaba se fue encauzando lejos del testimonio personal (donde nunca quiso estar) pero también de la crónica o una evaluación ex post o tecnocrática de esos tres años.  Me parecía que antes de juzgar, aplaudir o condenar, era necesario tratar de entender qué había sido el gobierno de Allende.  ¿Cuál el proyecto que lo inspiraba?  ¿Había sido un intento reformista que rechazaba la teoría leninista de la transición al socialismo?  ¿O una experiencia que se comprometió con la destrucción del Estado burgués y la instauración de una dictadura del proletariado?  ¿O la prueba de que la vía pacífica era una quimera y sólo cabía la lucha armada? 

			El libro se inicia dando cuenta del planteamiento reformista que Allende formulara en su Primer Mensaje Presidencial donde desafía la ortodoxia leninista al afirmar la existencia de dos formas de construir el socialismo.  La primera, la de Rusia; la segunda, la que se estaba intentando en Chile.  Una formulación de envergadura, que entroncaba con Engel en su última etapa, pero también con Kautsky y Bernstein, los padres del reformismo; que lo ponía a distancia de los socialismos reales pero también de Castro y una izquierda latinoamericana obnubilada por el guevarismo.  El rechazo de la izquierda, ya en el gobierno, a ese discurso presidencial fue frontal y comprendió no sólo a los partidos comunista y socialista, que electoralmente representaban más del 90 por ciento de la coalición de gobierno, sino a los minipartidos que completaban el espectro de la Unidad Popular.   Cuatro años después de la muerte de Salvador Allende, los comunistas reiterarían ese rechazo: disentimos con su idea de que nuestra revolución “excluiría o haría innecesaria la dictadura del proletariado… Se lo dijimos”.  Y luego explicaron el error presidencial: “Salvador Allende no tenía una formación marxista-leninista acabada”. Allende nunca más volvió a plantear la idea de una segunda vía al socialismo. 

			A esa primera etapa la siguió lo que se dio en llamar una “vía político institucional” a cuyo análisis está destinada la segunda parte del libro.  Se trata de un esfuerzo, que no tiene precedentes en el pensamiento revolucionario de inspiración marxista, y que cabalga a horcajadas entre la revolución y el reformismo.  A la revolución le dará el objetivo estratégico, esto es la totalidad del poder.  Al reformismo, la táctica, esto es la posibilidad de alcanzar la revolución evitando el enfrentamiento armado.  Es esta etapa política la que va a caracterizar la mayor parte del gobierno.  Se podría decir que aunque nunca bien definida, fue el mayor esfuerzo teórico del período: cómo hacer la gran transformación en el marco de la legalidad burguesa, de un manejo de la economía, afirmado en una alianza de clases en torno del proletariado, el campesinado, la pequeña burguesía, y una política militar realista.

			Finalmente, hacia el final del período, el gobierno y las fuerzas que lo apoyaban, asediados por diversos factores, algunos que ellos mismos habían creado, por una oposición implacable, una crisis económica de envergadura, el agotamientos de la legalidad burguesa, el ultrismo y la mitomanía armada presente en sus partidos, la intervención extranjera y una conspiración militar en marcha, derivan hacia una “vía insurreccional”. 

			Al describir este camino “de la vía chilena a la vía insurreccional”, me pareció necesario que los juicios del autor del libro y su ideología (al final todos la tenemos) estuvieran ausentes para dejar hablar al gobierno y sus actores: el presidente Allende; sus ministros; los principales líderes políticos; sus partidos; los movimientos sociales.  Y que en vez de juzgar el período desde un criterio externo, se hiciera a partir de lo que fue su ideología, sus diseños estratégicos, acciones, discursos, declaraciones, los debates sobre los caminos de la revolución habidos entre las fuerzas de gobierno, muchas (demasiadas) veces, en pugna.

			Cuando ocurre el golpe y el suicidio del presidente, la discusión --en los términos que aquí se plantea-- se cierra y esa clausura, con breves y tibios períodos de interrupción, continúa hasta hoy.  La izquierda destacó la inmolación de Salvador Allende, lo que era muy justo; pero, a la vez, renunció a discutir las causas de la caída, lo que era un error. Al agotar el asunto en la muerte del presidente, los mismos partidos que habían contribuido con sus divisiones y errores a hacer más difícil el manejo del gobierno, encontraban en su sacrificio la forma de evitar discutir sobre sus responsabilidades. Intentar analizar los errores cometidos o tratar de adentrarse en las causas de la derrota fue asimilado a una conducta cercana a la traición.  

			 No es extraño, por tanto, que a cincuenta y tres años de su triunfo, en septiembre de 1970, la pregunta siga siendo válida: ¿qué fue el gobierno de Allende?  La discusión sobre su significado no es un ejercicio nostálgico sino una exigencia actual.  A ello quiere contribuir la nueva edición de este libro, que se produce medio siglo después de su primera publicación y que el lector puede adentrarse en él con la seguridad que no hay un solo mensaje de odio o una descalificación personal de algún actor del período. 

			SANTIAGO; JULIO DE 2023
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			CAPÍTULO I

			El socialismo desesperanzado

			Hacia finales de la década del 60 el movimiento comunista necesitaba recobrar la esperanza. En esos años una desconfianza en el socialismo marxista recorría el mundo, como un fantasma.

			Las “experiencias concretas” cuestionaban no sólo su misión humanista, sino también su pretendida superioridad para encarar los problemas económicos del desarrollo. O, más bien, ambas dudas no eran sino una separación arbitraria de una única frustración en donde las fallas humanas del socialismo marxista se expresaban también en el mal funcionamiento del aparato productivo y, a su vez, este proceso llevaba a que los grupos que dominaban el Estado conculcaran de manera siempre creciente los derechos de la persona humana. El encadenamiento de ambos factores generaba un ordenamiento social progresivamente burocrático, ineficiente y despótico.

			Los sucesos habidos en esos años que originaban más directamente esta desconfianza no revestían el carácter de escándalo, sino que -más grave aún- aparecían como una monótona reiteración de otras decepciones, de modo que hacían pensar en una incapacidad consustancial al movimiento comunista, que parecía haber llegado así a un callejón sin salida.

			Este ambiente de frustración y desesperanza hacía que, en los años que comentamos, fueran muchos los que suponían que nos encaminábamos hacia una época en que la práctica política marxista iría perdiendo su vitalidad y atractivo entre los jóvenes y los desposeídos, tanto en los países de mayor desarrollo relativo como en los del llamado Tercer Mundo.

			Hasta cierto punto, la denuncia en 1956 en el XX Congreso del PCUS sobre los crímenes de Stalin significó el balance y la consolidación de todas aquellas “experiencias” -tanto las que mencionaba el informe como aquellas otras que no considero que en los años anteriores habían cuestionado de una u otra manera la confianza en el movimiento comunista.

			El documento leído por Kruschev ante dicho Congreso del PCUS. creó en un primer momento la esperanza que, con él, el socialismo entregaría definitivamente al pasado los grandes acontecimientos que habían desgarrado la conciencia, y muchos veces aniquilado la fe, de millones de militantes: la persecución y el asesinato de Trotsky; los procesos de Moscú; la lucha despiadada librada durante la Revolución Española por los comunistas contra los anarquistas y trotskistas; el pacto Molotov-Von Ribbentrop; los grandes procesos en las democracias populares: contra Rajk en Hungría, contra Kostov en Bulgaria, contra Slansky en Checoslovaquia; el anatema al “titoísmo”; el culto a la personalidad; el proceso a los médicos judíos; y, en fin, toda una larga serie de crímenes y brutales perversiones del socialismo.

			Los hechos demostraron demasiado luego que esas esperanzas no tenían fundamento real. La “desestalinización” no implicó un vuelco del socialismo en el sentido de acercarse a una inspiración humanista, sino que vino a sumarse como una frustración más a la ya demasiada larga cadena de deformaciones. Tras la condena de la persona de Stalin se procuraba salvar el estalinismo como sistema político; “Kruschev y el grupo gobernante en general no ansiaban abrir el debate, sino impedirlo. Querían que el prólogo fuera también el epílogo de la desestalinización”1. Lo importante, por cierto, no era destruir la memoria del dictador muerto, sino destruir el aparato de la dictadura y eso es lo que no se hizo y no se hace.

			El año 1956 trajo otra dura prueba a la fe en el socialismo: el aplastamiento de la Revolución Húngara. “En esas jornadas de Octubre; cuando tanques del Ejército Comunista, ante el llamamiento de un jefe comunista, mataban a los obreros comunistas, vuestras balas y vuestras granadas eran las que hacían volar en chispas el socialismo”.2

			La esperanza en el socialismo marxista no podía encontrar base ni en la Unión Soviética ni en las democracias populares. El transcurso del tiempo mostraba que tampoco la dictadura podía justificarse en razón del éxito económico, pues era evidente un funcionamiento ineficiente del aparato productivo que justamente encontraba su causa en las fallas del sistema político y en el excesivo centralismo con que se manejaban las decisiones económicas.

			En esos mismos años, sin embargo, China aparecía como una gran promesa del socialismo. Allí sí que se vivía en la esperanza de que era posible alcanzar rápidamente un régimen más libre y más justo. Dumont recuerda que en 1958 el régimen chino repetía consignas como las siguientes: “seis años de duro trabajo para 10.000 años de felicidad”, o: “el comunismo es el paraíso, la comuna popular es la escalera para llegar a él”3. Desde la fecha que recuerda Dumont hasta ahora han pasado quince años y las esperanzas se han ido alejando a lugares cada vez más remotos. En el intertanto, China ha vivido un largo período de carestía y escasez (1959-1964) y una tensa convulsión política -la revolución cultural- planteada como un gigantesco esfuerzo por evitar las desviaciones burocráticas y la corrupción, que hasta ahora parecen una enfermedad demasiado común al socialismo. Sí hemos de creer a Garaudy, los resultados de la revolución cultural han culminado en una más odiosa perversión del ideal revolucionario; lo que “comenzó, en efecto, con la denuncia de una deformación burocrática; la concentración de decisiones en manos de unos cuantos dirigentes... terminó por concentrar todavía más las decisiones en un directorio de dos o tres dirigentes, en nombre de un culto histórico de la personalidad de Mao”.4

			A su hora, la revolución cubana ha experimentado -y quizás más que otras- este monótono ciclo de esperanza y frustración. En la fase del desengaño, K. S. Karol ha rememorado con amargura los que fueron los fundamentos de la esperanza: “…esa revolución no era como las otras. La revolución no surgió de una cruel guerra civil, como ocurrió en Rusia durante los años 20. Tampoco fue importada del exterior, como sucedió en las democracias populares europeas inmediatamente después de finalizada la segunda guerra mundial. Sus dirigentes no habían estado influenciados por la disciplina y los dogmas del estalinismo; al contrario, brillaban por su originalidad, y su popularidad daba celos a todos los demás regímenes socialistas”.5

			En la economía cubana todo parecía posible y ninguna confianza resultaba suficiente. Paúl Baran la definió así en 1961: “la isla no dista mucho de ser un jardín paradisíaco, donde la fertilidad del suelo es tal que permite cosechar casi sin necesidad de sembrar (…) Cuba podría dar sustento a 50 millones de personas. Bajo el reinado de las corporaciones norteamericanas ofrecía sustento miserable a una pequeña fracción de esa cifra”.6

			Esta confianza no era fruto de un entusiasmo irreflexivo, sino la visión oficial de la revolución expresada en el “Plan Cuatrienal de Desarrollo para 1963-65”, donde se señalaba que “los sectores productivos de la economía deberían crecer a una tasa media anual acumulativa de 16,7% -agricultura no cañera, 6,6%; agricultura cañera, 18,7%; ganadería, 6%- industria azucarera, 18,7%; pesca, 59%; sector industrial, excluido azúcar, 18,8%; transporte y comercio, 18,2%. El índice de ocupación en las actividades productivas debería aumentar en 28% y la productividad a razón de 7,5% anual”.7 Ernesto Guevara, en julio de 1961, en la Conferencia de Punta del Este, anunciaba a los restantes gobiernos de América Latina que para 1965 Cuba haría realidad las siguientes metas: “primer lugar en América Latina en la producción per cápita de acero, cemento, energía eléctrica y, exceptuando Venezuela, refinación de petróleo; primer lugar en América Latina en tractores, rayón, calzado, tejidos, etc.; segundo lugar en el mundo en producción de níquel metálico”.8

			Las metas políticas y humanas de la revolución cubana no han sido menos ambiciosas. Es cierto que el desarrollo de estas últimas es tanto más acelerado cuanto más inminente son los fracasos en el manejo del aparato productivo y que, de este modo, no es fácil distinguir entre lo que es la ambición humanista y lo que es el sucedáneo ideológico -o propagandístico, sería más apropiado decir- a la pavorosa incapacidad para satisfacer las necesidades más elementales de la población.

			La confianza en el desarrollo explosivo de la economía corresponde al período de la no ideologización de la revolución. Sartre se entusiasma cuando Castro le convence de que “el cubano no generaliza jamás”. Sería demasiado simple creer que la ideología viene con las dificultades y el fracaso económico. Pero para Castro -y no sólo para él- es claro también que la revolución vive en la consecución de las grandes epopeyas y que si bajo la presión de las necesidades más apremiantes no es posible movilizar al pueblo tras un desarrollo económico portentoso, es ciertamente más convincente motivarlo a la aventura inédita de “revolucionar la revolución”, de crear el hombre nuevo, o de alcanzar el comunismo sin traspasar el purgatorio del socialismo.

			Así, en lo económico, ya a mediados de los años 60, los cubanos se orientaban “hacia un modelo económico que aspiraba a abolir completamente, en un plazo no lejano, el dinero… entrando a un tipo de economía natural de corte moderno”,9 en el que a los hombres no se les distribuye de acuerdo al principio “a cada cual según sus necesidades” y donde, por lo tanto, la economía aspira a no reconocer tipo alguno de incentivos que no sean los morales. En lo cultural, la revolución pretende avanzar de inmediato en la creación “del hombre nuevo”, vale decir, un tipo humano que, según Lenin, observe las normas sociales sin que haya necesidad de violencia, de sumisión o de coerción.

			En la política más contingente, en 1966, Castro lanzaba anatemas sobre los partidos comunistas pro soviéticos del continente y contra un marxismo esclerosado y repetitivo “incapaz de expresar situaciones reales”.10 Era el momento de la Tricontinental y de las OLAS; del “año de la Solidaridad” y de la ofensiva guerrillera que habría de morir con Ernesto Guevara en Bolivia en octubre de 1968.

			A fines de la década recién pasada la revolución cubana ofrecía un balance desolador. En todos los campos parecía haberse perdido la meta. En lo económico, la zafra de los diez millones de toneladas había culminado no sólo en el fracaso de la producción azucarera, sino, además, en la desarticulación de toda la economía, extenuada por un esfuerzo desmedido que había consumido una suma de recursos más allá de lo razonable. Los fracasos de los estímulos morales como elemento motivador de las conductas sociales habían culminado en fortalecer su contrario: la coerción, en términos que desde esa época la sociedad cubana se orienta a una militarización creciente. De la condena a los viejos partidos comunistas del continente, que en no pocos casos había lindado en el “antisovietismo”, no quedan ni rastros. Por el contrario, Fidel ha alcanzado el mayor grado de compromisos con la Unión Soviética de toda su trayectoria política: en tal sentido respaldó la intervención de la URSS en Checoslovaquia y concurrió a la Conferencia Mundial de partidos Comunistas de 1969, donde por intermedio de Carlos Rafael Rodríguez, viejo militante comunista y ex ministro de Batista, manifestó su solidaridad con la URSS en cualquier operación política contra Pekín, hasta quizás incluso militar, según colige K.S. Karol;11 y a la vez respaldó la invasión a Checoslovaquia ya sin reticencia alguna.

			En términos mundiales, hacia 1970, este último hecho, la invasión a Checoslovaquia, se constituyó en el mayor golpe al socialismo.

			Ese fue quizás uno de los procesos más publicitados del período. En los programas políticos del Gobierno de Dubcek, en sus manifiestos, en los documentos de los intelectuales, se renovaba la confianza en el socialismo, en su capacidad para materializar sus ideales más caros. Ciertamente se trataba de un hecho insólito que se producía bajo las propias barbas de la Unión Soviética y que surgía a continuación de una de las dictaduras estalinistas más deformadas y corrompidas. En este ambiente político hostil, en “esta dictadura de la mediocridad, de la estupidez, del primitivismo, del continuismo …que había producido un pueblo de individuos chatos y vulgares”,12 Checoslovaquia aspiraba a un socialismo con “rostro humano”, en el que las libertades formales de la democracia burguesa se harían efectivamente reales, sustentadas sobre una economía dinámica que resultaría de una descentralización creciente de la gestión económica y donde se buscaba libremente, en una sociedad socialista, el establecimiento de relaciones nuevas “entre los individuos y el Estado, entre la política y la cultura, entre las autoridades responsables de la política cultural y las organizaciones autónomas de escritores, cineastas, etc.”.13

			Producida la invasión soviética a Checoslovaquia, la crisis de confianza en el socialismo pareció haber llegado al extremo. Quizás nadie muestra mejor este grado de frustración que Roger Garaudy, miembro del Comité Central del Partido Comunista Francés por varias décadas, y por décadas, también, el más notorio filósofo comunista de Occidente, expulsado del Partido justamente a raíz de sus divergencias en torno al “caso Checoslovaquia”. Al terminar el recuento de su enfrentamiento con la dirección del PCF, hace un dramático llamado a “salvar la esperanza”, que la funda en la posibilidad de contar con “militantes adultos que sean comunistas, no más acá sino más allá de la experiencia de Stalin, de Lin Piao y de ‘La Confesión’ de London. ¿Somos capaces de tener confianza en el socialismo y de luchar para construirlo a pesar de ellos?”.14

			Era una necesidad imperiosa salvar la esperanza.

			Naturalmente, todo esfuerzo sincero en esta materia debía partir por el análisis de “las experiencias concretas” de “los socialismos concretos”. El estudio de esas revoluciones traicionadas, inconclusas o pervertidas, tenía mucho que decir acerca de qué factores habían hecho una dictadura de lo que era una promesa de liberación.

			Es cierto que algunos creían que en tales regímenes no había traición al marxismo, sino una dolorosa consumación de esa ideología y particularmente de su “revisión” leninista. Que en la prédica del odio de clases, que en la doctrina de la dictadura del proletariado, que en la idea de la “vanguardia” omniconsciente portadora del sentido de la Historia, que en la tesis del “centralismo democrático” como columna vertebral de la organización del Partido, estaba la clave de lo que fatalmente habría de terminar, según una anticipación demasiado conocida, en la dictadura del Partido sobre el proletariado, en la dictadura del Comité Central sobre el Partido y en la dictadura del Secretariado General sobre el Comité Central. Para éstos, la explicación estaba, en primer término, en la ideología y, dentro de ella, especialmente en el leninismo, como el origen de nuevas alienaciones políticas y económicas que surgían más allá de la destrucción del capitalismo y de la burguesía.

			Los que así pensaban se encontraban fuera del campo del movimiento comunista y ya no tenían ninguna esperanza en él.

			Pero al interior del movimiento comunista -dentro o fuera de los partidos- eran muchos los que necesitaban salvar la esperanza. Para estos últimos, los fracasos de los “socialismos concretos” no lograban cuestionar la validez de la teoría, su sentido humanista y la confianza de que ella seguía siendo una herramienta fundamental en la lucha por la libertad y la dignidad.

			Las características marcadamente totalitarias de las revoluciones marxistas debían ser entendidas como el resultado de las peculiares condiciones políticas, sociales y económicas en que los partidos comunistas habían debido construir el socialismo.

			Marx y Engels previeron que la transición del capitalismo hacia el socialismo tendría lugar en las naciones más desarrolladas. El socialismo importaría la negación de la etapa de desarrollo precedente: el capitalismo. El advenimiento de la revolución proletaria ocurriría en aquellas naciones que hubieran llegado a un elevado grado de desarrollo industrial y donde, fruto de ese mismo desarrollo, el proletariado hubiera alcanzado un alto nivel de organización política y conciencia de clase.

			Los hechos ocurrieron de manera diversa y la revolución socialista partió justamente en las zonas atrasadas del mundo. Deutscher ha descrito con desgarradora franqueza el trágico legado que importó esta anticipación no prevista en la teoría. “Marx habla del embrión del socialismo que crece y madura en la matriz de la sociedad burguesa. En el caso de Rusia puede decirse que la revolución socialista ocurrió en una fase muy temprana del embarazo, mucho antes de que el embrión tuviera tiempo de madurar. El resultado no fue un aborto, pero tampoco fue el organismo viable del socialismo”.15

			AI nivel de desarrollo de Rusia, como de cualquier país subdesarrollado, el proceso productivo debía tener necesariamente un muy escaso grado de socialización y consistiría más bien “en un cúmulo de actividades individuales desarticuladas”. En tales condiciones, la imposición del modo de producción socialista, “que exige control social y planificación” es una tarea “incongruente y anacrónica”. A ese nivel de desarrollo era inevitable que el socialismo naciera burocrático y despótico; la industrialización y el proletariado no eran ni más ni menos que una creación de la minoría socialista en el poder. Más tarde, cuando el desarrollo de la economía y el surgimiento de la clase obrera habrían permitido redimir este pecado original, la burocracia política impidió revertir el centralismo y, por el contrario, defendió sus prerrogativas afirmándose crecientemente en el terror.

			La crisis económica tampoco permitía más. “La penuria general, la imposibilidad material de satisfacer las reivindicaciones que habían sido catalizadas por los bolcheviques y los habían llevado al poder, reducían a los grandes teóricos revolucionarios a la impotencia, mucho antes de que soñaran con pasar a la oposición y fueran liquidados por Stalin... La democracia no podía sobrevivir en ese reino de la penuria y la necesidad; antes de ser reemplazada por la dictadura personal ya había perdido la confianza en sí misma”.16

			Claro está que Gorz habla de la democracia al interior del partido de la revolución, del partido bolchevique, porque en Rusia y en las naciones que hoy son socialistas, con la sola excepción condicional de Checoslovaquia, no hubo tradición democrática burguesa que hubiera educado al pueblo en el ejercicio de los derechos formales de la democracia clásica. En Rusia, al comenzar el gobierno soviético, el 70% de la población eran analfabetos y en China, el 96%. En tales condiciones no habría sido posible pedirle a la revolución que impusiera por decreto el paso del autoritarismo a la democracia.

			Por otra parte, el marco institucional, que pudiera haber significado un freno a los desbordes totalitarios o, por qué no, un instrumento para facilitar una superación menos costosa de las dificultades, era demasiado débil como para servir a lo primero y demasiado ineficiente y corrompido como para ayudar a lo segundo. Al respecto, son por demás conocidos el grado de desintegración al que habían llegado la institucionalidad rusa bajo los zares y en China la administración del Kuomintang. Hugh Thomas se ha extrañado también de cómo “el marco institucional de la vieja Cuba era sorprendentemente débil para un país tan avanzado”, amén de que “toda la estructura política y burocrática estaba fatalmente comprometida con el sistema corrompido y cada vez más brutal de Batista. En Cuba, además, la Iglesia no sólo era conservadora, sino extremadamente débil, “mero departamento de la iglesia española con anterioridad a 1953 y sin nada de fuerza en la Comunidad”; los sindicatos “aunque bien organizados, estaban corrompidos” y eran profundamente dependientes del Estado, en términos de que Thomas los considera “un buen ejemplo de lo que Frantz Fanon describió como “el proletariado consentido”.17

			En este inventario de dificultades, la agresión externa no era por cierto la amenaza menor. Con diferencia de matices, en la URSS, como en China o en Cuba, los sectores contrarios a la revolución se sumaron a las filas de la contrarrevolución armada y se aliaron a la agresión de las potencias extranjeras. Así fue también la agresión externa la que llevó a la dictadura, pues como recuerda Deutscher, “las fortalezas sitiadas difícilmente han sido gobernadas alguna vez en forma democrática”.18 En el caso de la Unión Soviética, al menos, el cuadro internacional no sólo pesaba como agresión; pesaba también como hostilidad. Esa sociedad tan atrasada, enfrentada a problemas tan enormes, hubo de perseguir su proyecto histórico en medio de la enemistad del resto del mundo, a la sazón enteramente capitalista. De ahí surgen a su vez dos deformaciones. Una que afecta a los movimientos socialistas que luchan en el seno de las sociedades capitalistas, en cuanto les obliga a supeditar sus luchas al objetivo prioritario de construir “el socialismo en un solo país”. La otra opera al interior de la sociedad socialista, en cuanto justificación (pero también necesidad muy concreta y real) ante los propios soviéticos y ante los socialistas de todo el mundo del grado altamente represivo del Estado soviético.

			En honor a la verdad, habría que decir que el avance del socialismo en el mundo y el desarrollo económico de la URSS no han variado sustancialmente esta situación, de modo que todas las alusiones a la solidaridad socialista no logran encubrir la muy deficiente asistencia técnica y económica en que se han continuado desarrollando los diversos “caminos hacia el socialismo”.19

			Por último, en el caso de Checoslovaquia principalmente, donde el socialismo encontró en su punto de partida oportunidades mucho más favorables -un alto grado de desarrollo industrial y una importante tradición democrática burguesa-, circunstancias históricas ajenas llevaron a repetir innecesariamente según los análisis que hemos reseñado, deformaciones que las condiciones políticas y económicas no debieran haber impuesto. En Checoslovaquia, bajo el peso del estalinismo “se produjo en el partido y en el Estado una deformación de la organización económica y política caracterizada por el recurso a métodos burocráticos y dictatoriales, por una centralización irracional debida a la imitación mecánica de métodos de dirección y de gestión que habían nacido en países subdesarrollados y aislados, como lo era la Unión Soviética”.20

			En este marco de frustración, ¿había razones para considerar a Allende, en 1970, como una esperanza del socialismo?






			CAPÍTULO II

			Chile alienta una gran esperanza

			El triunfo de Salvador Allende en la elección presidencial de Chile en septiembre de 1970, confrontado a la estructura política, social, económica y cultural del país, aseguraba que por primera vez la construcción del socialismo se haría en un marco que se aproximaba medianamente a aquel supuesto por los clásicos del marxismo. El fundamento de esa confianza no era el hecho insólito del triunfo de un marxista-leninista en una pugna presidencial desarrollada en un proceso democrático electoral ejemplar. Su más sólida base se encontraba en factores más profundos, que son los que entraremos a describir y analizar, y que justamente eran los que habían hecho posible esa noticia que a fines de 1970 llenaba las primeras páginas de los diarios y revistas del mundo entero: el marxista Salvador Allende, que había ganado una elección presidencial a tres bandas, con un 36,9% de los votos, había sido elegido Presidente de la República por un Congreso en que sus partidarios eran minoritarios, sobre la base del respeto a una tradición -que el Congreso siempre ratificaba la primera mayoría relativa designada por el electorado- y de un compromiso de garantías a los derechos democráticos, que se había incorporado a la Constitución Política del Estado, suscrito con el Partido Demócrata Cristiano, hasta ese momento gobernante y el más importante del país.21

			Chile, a pesar de la escasez de población y de su limitada riqueza, de su ubicación geográfica extraordinariamente distante de los grandes centros de la política mundial y de la caracterización que le ubicaba sin más en la categoría ambigua y contradictoria de país del Tercer Mundo, había desarrollado una estructura política, económica y social que permitía, en mejor forma que experiencias anteriores, el desarrollo del socialismo. Dicho de otra manera, contaba con una estructura en la que estaban ausentes la mayoría de aquellos factores que, en los análisis que se vieron en el capítulo anterior, habían justificado las ineficiencias y las desviaciones burocráticas y totalitarias de “los socialismos concretos”.

			1. UNA ECONOMÍA RELATIVAMENTE INDUSTRIALIZADA

			De partida, la construcción socialista se había intentado en economías de muy escaso grado de desarrollo. Si ello se mide por las cifras de ingreso nacional per cápita (en dólares), las diferencias entre Chile y las naciones de Europa Oriental y Rusia, al comenzar sus experiencias socialistas, eran enormes. El ingreso per cápita de la URSS en 1929, fecha para la cual se cuenta con antecedentes, no superaba los 180 dólares.22 En Checoslovaquia de antes y de después de la segunda guerra mundial tales cifras oscilaban alrededor de 170 dólares; en ese mismo período Hungría y Polonia tenían un ingreso por habitante cercano a los 100 dólares y Bulgaria de entre 65 y 50.23

			Por contraposición, en 1969 el ingreso per cápita en Chile alcanzaba a USS 612,24 cifra bastante mayor a la de los países antes mencionados, aun considerando las diferencias de precios del dólar entre los años 1938 y 1969.

			Además, como ya lo indica la cifra anterior -pues existe una correlación directa entre nivel de ingreso per cápita y grado de complejidad de una economía-, Chile, al comenzar la experiencia de Allende, había dejado hacía tiempo de constituir una economía agraria, siendo, por el contrario, abiertamente predominante el sector industrial. Esta situación era, referida al caso de las demás economías de las que partió el socialismo, prácticamente inédita.

			Tanto en Bulgaria como en Hungría y Polonia, la agricultura aportaba -al inicio de la construcción del socialismo- alrededor del 30% del valor del producto. Esta proporción era radicalmente distinta en el caso de Chile de 1970, donde la agricultura contribuía con apenas el 7% de la producción nacional.25 Idéntica realidad mostraban las cifras de empleo en la agricultura y la industria y la relación entre ambas.

			Sólo en Checoslovaquia la proporción de empleo industrial respecto de la agricultura era superior a la de Chile. En los demás países, en cambio, los trabajadores industriales eran una parte relativamente insignificante al lado del campesinado. Así, mientras en Chile en 1970 había 76 empleos industriales por cada 100 empleos agrícolas, en Bulgaria y Rumania pre socialistas esa relación era de 15 a 100; en Polonia, de 20 a 100 y en Hungría, de 35 por cada 100 ocupaciones en el campo.26

			En Chile ciertamente el proletariado había preexistido a la revolución y, como veremos más adelante al analizar las características políticas de Chile de 1970, esa preexistencia no sólo era en tanto clase “en sí”, sino también como clase “para sí”.

			2. UN CAPITALISMO MONOPOLISTA DE ESTADO

			Los datos anteriores suponen la presencia en Chile de un grado importante de socialización en el aparato productivo. A diferencia de la Rusia de 1917, con su economía constituida fundamentalmente por “actividades individuales desarticuladas”, una economía al nivel de desarrollo que suponen los 600 dólares per cápita y una industria que aporta alrededor del 30% del producto nacional, tiene las bases materiales suficientes como para aplicar el modo de producción socialista que supone “control social y planificación”.

			En la economía chilena, además, existían dos factores, uno económico y otro histórico, que la habían llevado a un grado de socialización sustancialmente mayor al de cualquier país de América Latina. El factor económico era un mercado de no más de 10 millones de habitantes, lo que hacía posible que un pequeño grupo de empresas controlaran la economía. Sobre esta materia, un estudio realizado en 1969 indicaba que “con 284 empresas se controlan todos y cada uno de los subsectores de la actividad económica en el año 1966, y en el sector industrial con 144 empresas es posible controlar todos y cada uno de los subsectores”27. La circunstancia histórica que había favorecido esta extraordinaria socialización del aparato productivo era consecuencia de que en Chile el cobre, la riqueza básica fundamental -”la viga maestra” de toda la economía-, había sido explotado por el capital extranjero, de modo que su producto no aprovechaba a la burguesía nacional -hecho absolutamente distinto al de la burguesía cafetalera del Brasil o al de la “oligarquía vacuna” de los países del Plata, donde fueron nacionales los propietarios y empresarios que explotaron el monocultivo característico del subdesarrollo-, de modo que los ingresos provenientes de esa actividad fueron en parte al extranjero (vía utilidades) y en parte al Estado (vía impuestos). En razón de este hecho esencial y de una serie de factores políticos, que no es el caso reseñar aquí, Chile tuvo un desarrollo anómalo, caracterizado por una hipertrofia del aparato estatal, por una mayor debilidad de la burguesía, y por una gran extensión de la clase media desarrollada al amparo de la burocracia pública.

			En octubre de 1971, un futuro ministro de Minería de Allende describía la situación en los siguientes términos: “el papel del Estado es uno de los rasgos más peculiares de la economía chilena. Ya en 1970, Chile era el país de América Latina (excluido Cuba) donde el Estado tenía la mayor participación en la actividad económica”. “El Estado chileno ha actuado desde temprano como empresario (…) antes de iniciarse la construcción del área social de la economía por el actual Gobierno, el Estado ya estaba presente en numerosos sectores estratégicos tales como la energía, petróleo, telecomunicaciones, acero, azúcar y había penetrado recientemente actividades más modernas como la petroquímica, química, electrónica, celulosa y papel, maderas, metalmecánica, agroindustria, y computación a través de nuevas empresas públicas”.28

			En el mismo sentido un grupo de destacados economistas precisaba así la realidad inmediatamente anterior al Gobierno de Allende: “en el área pública se genera aproximadamente un 40% del producto interno bruto; el Estado paga a sus empleados y obreros sueldos y salarios que equivalen a casi un tercio de las remuneraciones totales de la economía; él realiza directamente la mitad de la inversión del país y participa en el financiamiento del 70% de ella; durante los últimos años las colocaciones del Banco del Estado equivalían a las del conjunto de todos los bancos privados”29. Todo esto sin considerar las formas indirectas a través de las cuales el Estado regula la economía pública y especialmente privada: política de precios; monetaria; tributaria; cambiaria; arancelaria; el monopolio prácticamente absoluto del crédito externo, especialmente del de largo plazo, etc.

			Naturalmente, la izquierda marxista, con absoluta propiedad desde su punto de vista, no podía considerar que esta realidad significaba “un cuasi socialismo”. Se trataba solamente que la economía chilena había “alcanzado la etapa del capitalismo monopolista del Estado” y que por esa vía se lograba de mejor manera la reproducción del modo de producción capitalista. Pero, siempre desde un punto de vista marxista, esta peculiaridad de la estructura económica del país facilitaba como ninguna otra el camino al socialismo, pues como lo había dicho Lenin “el capitalismo de Estado es la preparación material más completa para el socialismo, su antesala, un peldaño de la escalera histórica entre el cual y el peldaño llamado socialismo no hay ningún peldaño intermedio”.30

			3. UNA ECONOMÍA QUE FUNCIONA

			La descripción anterior no significa en modo alguno que la economía chilena no presentara problemas al comenzar la experiencia de Allende. La superación de esas dificultades -o de esa crisis, si se prefiere- en el marco de un programa socialista era en esencia la justificación histórica que se había propuesto el Gobierno de Allende. En todo caso resulta imprescindible reseñar, aunque sea muy brevemente, algunos elementos de la situación existente a esa fecha, con el objeto de que se pueda apreciar la magnitud de las dificultades que enfrentaría el nuevo Gobierno.

			Sí se atiende a la tasa de crecimiento, la situación de la economía era de una lenta expansión. Pero esa sola tasa no puede ponderar adecuadamente un conjunto de transformaciones que se iniciaron entre 1965-70 “con la aplicación de la reforma agraria, con el cambio cualitativo y cuantitativo del sistema educacional, con la redistribución del ingreso, con la iniciación del proceso de nacionalización del cobre, con las inversiones en los grandes proyectos no tradicionales como la petroquímica, la celulosa, el acero, la electrónica, etc., con la reforma tributaria, con la política de comercio exterior y su apertura a los países latinoamericanos, con los programas de salud, con la planificación económica y social puesta por primera vez en práctica, con los cambios de la organización institucional y con la organización de la comunidad lograda a través de los programas de promoción popular y de la ampliación de la base sindical”... “En definitiva, cuando el Gobierno se vio enfrentado a la disyuntiva de elegir entre el desarrollo y crecimiento, optó por lo primero”31. De la validez de esta contradicción, que al menos en el corto plazo se plantea, entre los cambios y la tasa de crecimiento, daría buena prueba no sólo el período a que hemos aludido, sino también el Gobierno de Allende.

			La inflación era otra de las dificultades más graves que presentaba la economía chilena y cuya permanencia era una característica casi centenaria. El Gobierno de Frei, tras un breve período de progresiva disminución del índice de precios, había terminado en una tasa de inflación para 1969 de 30% y de 35% para los últimos doce meses de su mandato. Aunque estas cifras son más bajas que las alcanzadas en gobiernos anteriores, nuevamente no logran medir adecuadamente la realidad, pues, bajo una misma tasa de inflación se pueden encubrir situaciones muy diferentes: no es lo mismo un 30% de inflación logrado al precio de una drástica reducción de los salarios y de la destrucción de las organizaciones populares, que otra en que esa misma tasa se logre en situaciones enteramente contrarias. La realidad de Chile a fines de 1970 era que efectivamente presentaba una inflación que se ajustaba al promedio de la última década, pero en el marco de una política que había elevado la participación de las remuneraciones del trabajo en el total del ingreso de 47,9% en 1964 a 54,9% en 1970; en un momento en que en un breve período el número de sindicalizados se había duplicado.

			Finalmente -ya que el análisis de las relaciones con el sector externo y especialmente con EE.UU. será abordado más adelante-, habría que señalar como otros problemas graves de la economía chilena, la baja ocupación de la capacidad instalada, particularmente en la agricultura y la industria, y la desocupación laboral que se mantuvo en cifras superiores al 7% entre 1960-64, bajando a 4,7% en 1967, para volver a subir a 6% en 1969 y nuevamente a un 7% en 1970.

			Este análisis estaría gravemente desequilibrado si no se señalaran algunos aspectos positivos que tendían a facilitar la labor económica del gobierno que sucediera al de Frei. Entre 1964 y 1969 el volumen del ahorro creció en casi un 20%, llegando a representar el 16,1% del producto nacional. Esta cifra que refleja un crecimiento dinámico, aunque no espectacular, tuvo el mérito de ser alcanzada en un período de fuerte redistribución de los ingresos y de importantes cambios sociales. Además, su obtención resultaba ser la consecuencia de un esfuerzo del sector público, pues en ese período disminuyeron tanto el ahorro privado como el ahorro externo, este último a causa del menor endeudamiento con el extranjero.32

			En lo que respecta al equilibrio financiero de la economía, el Gobierno de Frei había logrado una drástica disminución del déficit fiscal que en 1964 representaba el 4,5% por ciento del producto geográfico bruto y sólo el 1,3% en 1969. Esto había sido posible principalmente a través de una reforma fundamental que más que duplicó los ingresos tributarios en el período, por supuesto que en términos reales. Recibía pues Allende una economía fiscal ordenada y financieramente saneada, situación poco común en América Latina donde los desequilibrios presupuestarios son demasiado frecuentes y excepcionales por las enormes magnitudes que alcanzan.

			Desde el punto de vista de la política de crecimiento, si bien es cierto que la tasa de aumento de la producción del período de Frei estuvo debajo de la programada (4 por ciento real, respecto de un 5 por ciento propuesto), hubo hechos decisivos para una política de crecimiento posterior. Con anterioridad a 1964 las inversiones públicas se orientaban fundamentalmente hacia los sectores de infraestructura de transporte y vivienda, que sumados llegaban a representar el 47% de la inversión pública total, mientras que la inversión en sectores directamente reproductivos, es decir la agricultura, industria y minería, alcanzaban sólo a un 17% de ese mismo total.

			Frente a este hecho la política gubernativa del período 64-70 había consistido en “reorientar el gasto público de manera que él sirva cada vez más a la creación de actividades directamente reproductivas, explotaciones que, tras el impulso inicial, sean capaces de generar por sí mismas los recursos para mantener y expandir su producción y el número de ocupaciones bien remuneradas. Cabe destacar, en este sentido, que el porcentaje de la inversión pública destinada a la agricultura, industria y minería, se ha elevado entre 1964 y 1969 de 17 a 29 por ciento”.33

			Como resultado de este cambio en la orientación de la inversión, especialmente pública, surgieron un conjunto de proyectos que se estaban desarrollando a partir de 1965 y que significaban importantes inversiones en dólares, como ser en el cobre, 544 millones de dólares; en la petroquímica 145 millones de dólares; en la celulosa 102 millones de dólares; en la electricidad 240 millones; en el petróleo 245 millones, etc. Refiriéndose a la significación de estas inversiones el ministro de Hacienda de la época hacía el siguiente resumen: “quiero insistir, señores parlamentarios, que no me refiero a proyectos, hablo de inversiones absolutamente comprometidas, íntegramente financiadas y en marcha. Esta enumeración, que dista de ser exhaustiva y que comprende sólo los mayores proyectos en cada una de las áreas mencionadas, arroja como suma total una inversión de 1.800 millones de dólares”.34

			Es importante señalar, además, que este esfuerzo por aumentar las inversiones reproductivas, había corrido a parejas con un muy notable programa de desarrollo social, que se había traducido en una expansión sin precedentes de los servicios de educación y de salud, en una elevación de las cifras totales de construcción de vivienda y en el fortalecimiento de la organización popular en todos sus niveles.

			Finalmente, y para no extender excesivamente estas consideraciones, cabría señalar como un hecho altamente positivo la situación del comercio exterior. Entre 1959 y 1964 el sector externo había arrojado un déficit global de 264 millones de dólares. A partir de 1965, en cambio, debido en parte a los altos precios del cobre, pero también en razón de una política cambiaria y de comercio exterior singularmente efectiva, el país empezó a tener un saldo positivo en su comercio exterior.35 Al comenzar el Gobierno de Allende el sistema bancario contaba con reservas por una suma global de alrededor de 500 millones de dólares, lo que equivalía prácticamente a seis meses de importaciones del país. 

			Resumiendo, podríamos decir a los efectos del desarrollo de estas ideas que cualesquiera que fueran los calificativos que se dieran al estado de la economía chilena en 1970, su situación no podría compararse bajo ningún aspecto a la de las naciones socialistas, donde al momento de iniciar la experiencia las economías estaban pavorosamente destruidas por la guerra (Rusia, las democracias populares) o por una guerra civil (China, Corea, etc.).36

			4. UNA SOCIEDAD POLÍTICAMENTE MUY DESARROLLADA

			Pero si la economía creaba condiciones favorables para la experiencia socialista, la realidad política del país alentaba aún mayores esperanzas. La historia de Chile presentaba como una de sus características más relevantes la contradicción entre un aparato económico relativamente subdesarrollado y una superestructura política muy evolucionada. Chile era en 1970 el país políticamente más adelantado de América Latina.

			En la historia del continente, el genio de Chile destaca por sobre todo como su habilidad para darse un Estado. No más de 20 años después de la guerra de la Independencia, la naciente República había logrado una fórmula política que le aseguraba un gobierno regular renovado de acuerdo a normas constitucionales y al que estaban sujetos por igual el ejército y los caudillos civiles. Sería equivocado, sin embargo, hacer creer que el desarrollo político del país ha estado absolutamente exento de profundas crisis. Aunque con mucho menos frecuencia que en los demás países de América Latina, también en Chile se ha roto el marco constitucional y han intervenido, con dispar grado de violencia, las Fuerzas Armadas.

			Previniendo una visión idílica de la continuidad democrática del país, habría que recordar que las Fuerzas Armadas han intervenido políticamente con sorprendente regularidad cada cuarenta años. Estas intervenciones no han sido óbice -hasta ahora- para el continuo desarrollo y perfeccionamiento de la forma republicana de gobierno y para una democratización creciente de la vida nacional, en términos de la constante incorporación de nuevos grupos sociales al sistema.

			Estos hechos no corresponden a una imagen idealizada del régimen político chileno. Ellos eran también reconocidos por los sectores que en 1970 mayormente cuestionaban el orden establecido, vale decir, por los grupos políticos que sustentaban a Allende.

			Al respecto, un asesor político de Allende reconocerá, como una realidad del sistema, “el ejercicio -dentro de un contexto institucional liberal y pluralista- de las libertades políticas más amplias”37. No dejará de ponderar que “el sistema político chileno, por el contrario, ha hecho gala de una capacidad envidiable de absorción al cambio”. Y destacará en la elección de Allende por el Congreso Pleno la realidad de la institucionalidad: “hasta ese punto llega la institucionalización”.

			Régis Debray -”ese brillante autor de panfletos”38 describirá al país como “esa franja de tierra geográficamente loca pero históricamente razonable, porque allí las instituciones de la democracia formal y las formas avanzadas del movimiento obrero han tenido un desarrollo casi tan fuerte las unas como las otras”. Dirá que “más allá de sus alteraciones momentáneas -las ha tenido, pero breves- la democracia liberal burguesa, que ha marcado hasta hoy día con un sello todo el tejido social chileno, ha demostrado una excepcional capacidad de amortiguamiento, de recuperación y de conciliación… Chile, en este sentido, pertenece a esas sociedades “occidentales” de las que hablaba Gramsci”.39

			Salvador Allende, en el discurso inaugural de su Gobierno pronunciado en el Estadio Nacional el 5 de noviembre de 1970, destacaba que “esta tradición republicana y democrática llega así a formar parte de nuestra personalidad, impregnando la conciencia colectiva de los chilenos”, y cómo “el combate ininterrumpido de las clases populares organizadas ha logrado imponer progresivamente el reconocimiento de las libertades civiles y sociales, públicas e individuales”.40

			Sin perjuicio de estas observaciones de carácter general que señalan el elevado grado de institucionalización y desarrollo político de Chile, es conveniente destacar algunas características más específicas cuyo conocimiento resulta imprescindible tanto para estudiar los fundamentos de la esperanza de que hablamos, como para comprender mejor el desarrollo posterior de los acontecimientos.

			5. LA EDUCACIÓN, LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA Y LA ORGANIZACIÓN POPULAR

			En primer lugar, es de destacar el muy elevado nivel de alfabetización y escolaridad de la población chilena, si se la compara con la realidad que presentaban otras naciones al comenzar las experiencias socialistas. En el Chile de 1970 el analfabetismo no alcanzaba al 10% de la población y el sistema educacional, ya en 1969, permitía la escolarización del 95% del grupo de habitantes comprendido entre los 6 y los 14 años de edad. En 1970, uno de cada 100 chilenos era alumno universitario, cifra extraordinariamente alta. Cuba, tras una década de revolución socialista, sólo alcanzaría a la mitad de esa cifra.

			El segundo hecho es el elevado grado de participación política. En los años anteriores a la elección presidencial de 1964 se había provocado una activa inscripción, que se tradujo en la incorporación de centenares de miles de nuevos electores que hasta ese momento estaban marginados de los procesos electorales. En 1952 el cuerpo electoral lo constituían 1.100.000 personas; 18 años más tarde, en 1970, esa cifra había subido a 3.500.000 personas.41 Vale la pena ilustrar el fenómeno con una comparación: mientras en esos años la población había crecido en apenas algo más de un 50%, el número de votantes inscritos lo había hecho en un 220%.

			Otra visión del dinamismo en la participación electoral se desprende también de las siguientes cifras: en 1927 sólo el 7,3% de la población total estaba inscrita en los registros electorales; en 1949 era el 9,1%; pero con la incorporación del sufragio femenino esa cifra subió al 17,6% en 1952 y al 20,5% en 1958. A partir de ese momento sobrevino el fenómeno de que hablamos, lo que elevó al 23,6% el número de inscritos en 1961 y al 34,8% en 1964.

			En los años posteriores a 1964, esa cifra continuó creciendo hasta bordear el 40%. Si se considera que en 1970 los mayores de 21 años eran prácticamente el 50% de la población y que hasta esa fecha los analfabetos no tenían derecho a voto, se llega a la conclusión de que el sufragio universal era una realidad inamovible.42

			Una tercera circunstancia digna de ser destacada era el elevado grado de organización popular y muy especialmente de la organización sindical. Como bien lo señala Debray: “sería difícil encontrar en otro país de esa parte del mundo... un movimiento obrero tan sólidamente instalado, desde comienzos de siglo, en sus posiciones de clase”. Ya en 1945 alrededor del 14% de la fuerza de trabajo estaba afiliada a sindicatos. Sin embargo, a partir de esa fecha el movimiento sindical empezaba a demostrar síntomas de debilitamiento. Hacia 1964, el programa de Gobierno de Frei se había propuesto, como una meta principal, revertir esta tendencia y poner fin a lo que llamaba una honda “crisis de participación”.

			Efectivamente, la política de desarrollo social propugnada entre los años 1964 y 1970 había elevado el número de sindicalizados de 270.542 en 1964 a 551.086 en 1970, y la tasa de sindicalización, respecto a la fuerza de trabajo, de 10,3% a 19,4%.43

			El mismo Gobierno de Frei había impulsado la organización sindical del campesinado que en 1964 comprendía apenas a 1.658 afiliados, cifra que en 1970 se elevaría a 114.122 campesinos.44

			Para culminar adecuadamente este análisis meramente cuantitativo de la organización sindical, habría que decir que estas cifras eran sustancialmente mayores si se considera a los trabajadores del sector público. La legislación vigente en 1970, y posteriormente durante el Gobierno de Allende, negaba a esos asalariados el derecho a la organización sindical.

			No obstante esa prohibición, los trabajadores de esta área se habían organizado en “asociaciones” o “corporaciones” que formalmente no eran sindicatos, pero que, en la práctica, desarrollaban funciones enteramente similares.

			Finalmente, durante el Gobierno de Frei se estimuló la organización del pueblo en sus más variadas formas, destacándose entre ellas -aparte de los sindicatos- las Juntas de Vecinos y los Centros de Madres en el sector urbano y los Comités de Asentamientos y de pequeños agricultores en las zonas rurales. Sólo los sectores patronales no variaron sustancialmente su estructura organizativa, que siguió siendo, “de todos los grupos que intervienen en el proceso productivo, los que tienen una organización menos representativa -en cuanto a número- más arcaica y menos democrática”.45

			6. LOS PARTIDOS POLÍTICOS Y LAS CLASES SOCIALES

			Un cuarto factor importante de analizar -muy caro a los propósitos políticos de Allende y al análisis marxista- se refiere a los partidos políticos y al movimiento obrero bajo el control o influencia de la ideología marxista-leninista.

			En la política chilena, tradicionalmente los partidos marxistas-leninistas han sido dos: el comunista y el socialista. La vida de este último se había caracterizado por continuas pugnas internas y divisiones, pero hacia 1957-58 logró reunificarse. Las votaciones sumadas de estas colectividades oscilaron durante los últimos cuarenta años en alrededor de un tercio del cuerpo electoral. En 1952 los acuerdos entre ambos grupos se estrecharon, lo que significó -según la versión marxista- “la presencia activa y beligerante de un polo revolucionario de caracteres bastante definidos, con la consiguiente influencia sobre los otros polos”.46 Ese “polo revolucionario” estuvo en 1958 a 30.000 votos de obtener el triunfo en la elección presidencial de ese año, cuando Salvador Allende obtuvo el 28,5% de los sufragios en una elección en que concurrieron cinco candidatos.

			A esta circunstancia de poderío electoral, se agrega un factor político de la más alta trascendencia para el movimiento marxista-leninista, que es la no existencia de grupos revolucionarios de esa inspiración que lo dividan o enfrenten. Así, Garcés dirá en 1971 que la Unidad Popular “agrupa prácticamente a la totalidad de los movimientos políticos y sindicales revolucionarios, sin que se vea desbordada por ningún grupo político implantado en las masas”, y valorará la importancia de este hecho llamando a pensar “en qué medida contribuyó a la impotencia e ineficacia del gobierno republicano español el hecho de que tuviera a más de dos millones de trabajadores tras las banderas anarquistas, en una situación de disidencia y escepticismo”.47 En rigor Garcés tiene razón cuando dice que fuera y en contra de la Unidad Popular no hay ningún partido marxista o movimiento sindical marxista,48 pero yerra -como lo demostrarían muy luego los hechos- cuando cree que fuera de esos grupos no hay ningún “sector significativo de trabajadores” que pudiera desconocer la política del Gobierno de Allende.

			Un quinto factor a considerar, suficientemente claro para todos los sectores no dogmáticos de cualquier formación ideológica, era que el conflicto político-social chileno no podía ser reducido en modo alguno a las simplificaciones marxistas más burdas (explotados y explotadores; burguesía y proletariado, por señalar los estereotipos más simples) que pretendieran descubrir en la realidad nacional la prueba de la existencia de una tipología única y universal de las clases sociales. Pero aún en ese caso, como lo señala Garcés, en la sociedad chilena “la línea de escisión entre clases sociales no enfrenta actualmente en términos excluyentes a la gran masa de trabajadores y sectores populares, por un lado, con un frente único pequeña-mediana-gran burguesía, por el otro lado. La situación es bastante distinta”.49

			Esta afirmación era doble y contradictoriamente válida, en primer lugar, en el sentido que el Gobierno de Allende reiteraba una y mil veces que la Unidad Popular era un pacto en que bajo la hegemonía del proletariado -hecho que en lo político se traducía en la hegemonía de los dos grandes partidos marxistas, el comunista y el socialista- se había provocado una alianza con el campesinado, las capas medias asalariadas, la pequeña burguesía y sectores de la mediana burguesía. Y, en segundo lugar, también era válido el correlativo de esta afirmación: que fuertes y poderosos núcleos del proletariado y de los sectores populares no se sentían identificados con el proyecto político de Allende y, en no pocos casos, lo consideraban en pugna con sus intereses. Dicho en lenguaje marxista, no sólo había contradicciones en el seno de la burguesía y de sus fracciones, sino que también en el seno del pueblo: contradicciones entre campesinos sin tierras y los asentados; entre los obreros de las industrias atrasadas y los trabajadores de aquellas tecnológicamente más modernas; entre los sectores marginales carentes de ocupaciones estables y habitantes de poblaciones miserables, y el proletariado industrial integrado sólidamente no sólo al aparato productivo sino también al costoso sistema de previsión; etc.

			Esta última realidad había sido suficientemente probada en diversas investigaciones, destacándose entre ellas una realizada en la provincia de Concepción que abarcó a los obreros de la siderurgia de Huachipato (la más alta productividad en la industria) y a los mineros de Lota (la más baja productividad en la minería) que concluyó señalando que en el sector económico más moderno la actividad sindical adquiría “un tinte que podríamos llamar más reformista, caracterizado por una mayor aceptación de las estructuras sociales existentes y una mayor tendencia a considerarse como miembros de la clase media..”.50 Una demostración de este mismo fenómeno, pero en el plano electoral, se presentaba en las grandes minas del cobre, donde los obreros al interior de los sindicatos votaban hasta 1970 predominantemente por los socialistas y comunistas -que aparentemente garantizaban con mayor eficacia sus objetivos reivindicativos- pero que en las grandes decisiones que de una u otra manera cuestionaban la vigencia del sistema político, vale decir, por ejemplo, las elecciones presidenciales, votaban preferentemente por aquellos candidatos que garantizaban en mayor medida la continuidad del sistema o aseguraban su transformación pacífica y gradual.

			Otro factor, también de enorme importancia, lo constituía el Partido Demócrata Cristiano, a la sazón mayoritario en el país. El hecho fundamental de la presencia de la Democracia Cristiana era que el sistema político se caracterizaba por estar dividido en tres polos y que esa división no era el resultado de consideraciones oportunistas o meramente tácticas, sino que se afincaba profundamente tanto en la historia como en factores ideológicos y económicos y sociales. Por sobre cualquier consideración, la demostración inamovible de este hecho se encontraba en la propia existencia de la “vía chilena”: “Salvador Allende requería de un espectro tripolar, primero para obtener la mayoría relativa y, después, para sobrevivir políticamente más allá del 4 de septiembre”.51

			Históricamente la Democracia Cristiana había surgido enfrentando los viejos grupos conservadores; y su Gobierno, inmediatamente anterior al de Allende, había afectado gravemente a los sectores de derecha, que fueron desde el inicio hasta el final del período sus más encarnizados detractores. La presidencia de Frei se desarrolló entera dentro de este marco de tripolarización, el que muy raras veces se rompió y en no pocas ocasiones dio paso a un enfrentamiento entre el Gobierno y la oposición unida.

			Respecto de la ideología democratacristiana, Régis Debray, que muy poco caritativamente la ha definido como “nieta ilegítima de la derecha ancestral”, dirá que es su propia trampa “pues una ideología como la “comunitaria y personalista” que exhibe la DC, no es simplemente un ardid de propaganda, un instrumento de engaño, cínicamente manejado desde fuera y que se pudiera abandonar desde el momento que la herramienta no sirve más a su fin; sí se recuerda que una forma organizada de conciencia social, por imaginaria que sea, engloba a sus adherentes como un mundo propio, espontáneamente vivido como un mundo real. Ocurre que el propagandista se convence a sí mismo de buena fe, porque los sostenedores de la ideología son también sus objetos y a veces sus víctimas”.52 Y refiriéndose más concretamente al marco ideológico en que se libró la campaña presidencial en 1970, dirá que “los dos tercios del electorado (tal fue la suma de las votaciones de Allende y Tomic) expresan la necesidad de reemplazar el statu quo y de entrar en una vía revolucionaria “personalista y comunitaria”, para los demócratas cristianos, “popular y socialista” para la izquierda”.53

			En cuanto al tercer polo que completaba el esquema político chileno, cabe igualmente hacer algunas observaciones. Debray alude a la burguesía chilena como “una de las menos brutas del mundo” y destaca, con razón, cómo ella “pudo dar a sus formas de dominación política una legitimidad moral, una solidez, una arrogancia por largo tiempo indiscutida”54. La pieza clave de ese aparato de dominación era la formación ideológica y práctica en los principios del liberalismo; el acendrado respeto a la constitución y al régimen jurídico desarrollado con la República. En tal sentido la derecha chilena, como ninguna otra del continente, rehuyó desde siempre la idea de un régimen de gobierno que no tuviera por fundamento la soberanía del pueblo (lo que naturalmente no quiere decir que no haya sido singularmente diestra en el manejo del cuerpo electoral y en la manipulación de la voluntad de los electores) y prueba de ello fue el sometimiento de las Fuerzas Armadas al poder civil y el rechazo, en época posterior, de las teorías corporativistas del fascismo italiano y español y del proyecto nazista, que pasaron por Chile sin ser recogidos por los viejos grupos dominantes.

			Si se exceptúa el Gobierno de Jorge Alessandri (1958-1964), donde el muy estrecho triunfo derechista fue el resultado de una muy fuerte división del electorado (Alessandri, 31,2%; Allende, 28,5%; Frei, 20,5%; Bossay, 15,4% y Zamorano, 3,3%), este “tercer polo” de la política chilena había dejado la Presidencia de la República en 1938, con Arturo Alessandri, padre de Jorge Alessandri, aun cuando conservó una importancia política en el Parlamento, que fue decreciendo progresivamente hasta alcanzar en 1970 a sólo 45 de los 200 congresales. Para hacer frente a esta disminución de su caudal electoral, los partidos Liberal y Conservador, cuya existencia databa de más de 100 años, debieron fusionarse en 1967 en el Partido Nacional, que pasó a representar alrededor de un quinto del electorado del país (20% en 1969; 18,1% en 1971).

			En resumen, el Gobierno de Allende se inicia enfrentando a una derecha políticamente débil y que, además, histórica e ideológicamente era ajena a las experiencias fascistas.

			7. LA DEPENDENCIA

			Un hecho fundamental a los efectos de esta descripción, sucinta y por ello mismo necesariamente incompleta, era el problema de “la dependencia”. Naturalmente Chile no hacía -ni podía hacer- excepción a esta característica general de las economías del Tercer Mundo y de bastante más allá del Tercer Mundo.

			Al respecto, parecería necesario hacer un análisis referido fundamentalmente al período anterior al Gobierno de Allende y planteado en cuatro ámbitos principales: la política exterior; la política sobre riquezas básicas; el endeudamiento externo; y el proceso de desnacionalización de la industria. Este análisis resulta imprescindible, pues cierta propaganda tiende a plantear un quiebre absoluto entre una política “independiente”, la de Allende, y todas las anteriores que se habrían caracterizado por un sometimiento a los “dictados de Wall Street”. Esa visión es profundamente falsa, por decir lo menos.

			Desde el punto de vista de la política exterior, el Gobierno de Frei había reestablecido en 1965 las relaciones diplomáticas con la Unión Soviética y los países de la Europa Oriental, salvo la República Democrática Alemana. En 1965, igualmente, Chile fue el único país latinoamericano que condenó en forma irrestricta la invasión norteamericana a Santo Domingo. Al interior de la OEA, Chile encabezó a quienes se opusieron a la creación de la Junta Interamericana de Defensa, proposición que contó durante largo período con el fuerte y entusiasta apoyo de los gobiernos militares derechistas del continente. Consciente del fracaso de la OEA, el Gobierno de Chile fue el gran impulsor de una renovación de la Comisión Especial de Coordinación Latinoamericana (CECLA), del que surgió en 1968 el Consenso de Viña del Mar, que el propio Allende calificó como “el comienzo de una política latinoamericana (...) el primer paso hacia la toma de conciencia de los gobiernos latinoamericanos de la identidad de intereses de sus países y de la oposición que éstos encuentran en los países industriales capitalistas”.55

			Durante esos mismos años, y asunto fundamental dentro del Consenso de Viña del Mar, la política exterior chilena se empeñó con éxito en condenar el intento norteamericano de aplicar la enmienda Hickenlooper al gobierno militar del Perú como represalia por la nacionalización de la I.P.C.

			Ciertamente, el hecho más decisivo de la política exterior chilena de los años 64-70 fue el empeño puesto en la integración latinoamericana y logró en este campo ser factor decisivo en la creación del Grupo Subregional Andino. Finalmente, hacia el año 1968, Chile había reestablecido relaciones económicas con Cuba, con lo cual puso fin al bloqueo económico sobre la isla. En rigor, sería difícil encontrar en la política exterior de Allende un quiebre respecto de la de su antecesor. Prácticamente en todo no hace sino desarrollar las líneas planteadas durante el Gobierno anterior: denuncia de la caducidad de la OEA y fortalecimiento de CECLA; integración subregional andina; progresiva reincorporación de Cuba al conglomerado latinoamericano; ampliación de las relaciones comerciales y diplomáticas con los países comunistas; etc.

			En lo que respecta al problema de las riquezas básicas, fundamentalmente el cobre, hubo entre el Gobierno de Frei y los partidos marxistas una discrepancia fundamental. Los últimos sostenían la conveniencia de una expropiación inmediata de la Gran Minería del Cobre. El Gobierno de Frei planteó en cambio un proceso gradual en razón de diversas consideraciones que vale la pena reseñar: en 1964 se consideraba que las instalaciones y equipos de la industria del cobre estaban obsoletos, de modo que se creía urgente un plan de inversiones y renovación tecnológica. Se estimaba, además, por el Gobierno de la época, que la nacionalización inmediata era incompatible con un plan de inversiones, dada la enorme magnitud de capitales que él significaba; el reemplazo del personal técnico y administrativo superior, que necesariamente significaría la nacionalización, requería una fase previa de formación y capacitación de una nueva “generación” de técnicos imbuidos de otra mentalidad y “hombres de las nuevas empresas nacionalizadas”; se aceptaba como imposible para el Estado chileno asumir brusca y simultáneamente tres tareas singularmente difíciles: la administración total de las minas, la comercialización del cobre y la formulación y cumplimiento del plan de inversiones.56 La izquierda marxista desechaba enteramente estas consideraciones y las denunciaba como meras excusas dilatorias para rehuir encarar el problema de fondo o, peor, excusas con que se encubrían compromisos con el imperialismo y las grandes compañías norteamericanas.

			En el marco de esas ideas, el gobierno democratacristiano hizo dos grandes negociaciones con las compañías norteamericanas. La primera en 1964, conocida como la política de “chilenización”, que significó adquirir el 51% de las acciones del Mineral de “El Teniente”, propiedad de la Kennecott Copper Co.; el 25% de la Mina Exótica, una nueva explotación que haría la Anaconda; y el 30% de las acciones de la Compañía Minera Andina, cuyo restante 70% correspondía a la Cerro Corporation. La situación de Chuquicamata, Potrerillos y El Salvador, inversiones de Anaconda, en cuanto a su propiedad, por el momento no se tocaban. Las tres compañías mencionadas -Kennecott, Anaconda y Cerro- se comprometían a hacer inversiones por casi 600 millones de dólares. En 1969, una nueva negociación, llamada la “nacionalización pactada”, permitió adquirir el 51% de las acciones de Chuquicamata, Potrerillos y El Salvador y reservar al Estado la opción para adquirir el 49% restante a partir de diciembre de 1972.

			Pero la política del cobre no se agotaba en el solo problema de la propiedad. Desde 1965, Chile asumió el control de la comercialización del cobre. Merced a ese hecho el país pudo aprovechar enteramente a su favor el alza del precio del metal que había originado fundamentalmente la guerra del Vietnam y la independencia de Rhodesia. En esta materia el Gobierno llegó a convenir con las empresas el establecimiento de una sobretasa especial de impuestos, que permitía al Estado aprovechar preferentemente las ventajas del “sobreprecio” del metal. Esta actitud del Gobierno hizo posible que Chile, por primera vez en su historia, se beneficiara de una coyuntura favorable de precios del cobre, pues en casos anteriores, como ser las alzas violentas de precios que originó la Segunda Guerra Mundial o la que más tarde provocaría la Guerra de Corea, el país había aceptado mansamente que se impusieran a su principal materia prima precios internacionales que no guardaban relación alguna con las cotizaciones reales del mercado. Siempre en el plano de la comercialización, en 1967 se llegó a un acuerdo impulsado por el Gobierno de Frei, entre Zambia, Congo, Perú y Chile (CIPEC), que buscaba mejorar la capacidad de negociación de estos países productores del metal en su trato con las naciones industrializadas, que son los grandes consumidores.

			En resumen, en los años inmediatamente anteriores al Gobierno de Allende “se consiguió ampliar al doble la capacidad de producción de cobre del país; se hicieron las mayores inversiones desde que se iniciaron las actividades del cobre en Chile a comienzos de este siglo; casi se triplicó la capacidad nacional de refinación; se intervino decididamente en la comercialización y en la fijación del precio internacional del metal rojo; se obligó a las empresas a efectuar el máximo de sus adquisiciones en Chile, sólo con la limitación de la capacidad nacional de producción; y se adquirió para el Estado la mayoría del capital de las más grandes empresas mineras”.57

			Este es el marco fundamental a partir del cual se desplegaría la política de nacionalización impulsada por Allende. El ilustra sobre la magnitud y la novedad del conflicto y ubica el problema no en términos de ruptura sino de continuidad. Es por eso que, a los pocos meses de haber asumido el Gobierno, cuando Allende planteó al Congreso una Reforma Constitucional para nacionalizar el cobre, no sólo encontró el apoyo de todos los partidos políticos sino que, además, el proyecto enviado por el Gobierno fue despachado en tal forma que el propio ministro de Minería se encargaría de “dejar pública constancia de los valiosos aportes de los miembros de la Cámara Alta, que contribuyeron a perfeccionar el texto primitivo”58. Pero fue por estas mismas razones, también, que la nacionalización del cobre, a pesar de todos los esfuerzos del Gobierno -políticos y propagandísticos- no fue nunca sentida por los chilenos como una epopeya nacional, como un hecho decisivo que redefiniría su historia, o como “una segunda independencia”. Fue comprendida simplemente como la continuación de una política en la que todos estaban de acuerdo y cuyo inicio databa de antes.

			Otro hecho de consideración fundamental en el análisis del problema de la dependencia de la economía chilena, es el de la deuda externa. Chile había llegado a ser desde hacía largos años una de las naciones más endeudadas del Tercer Mundo. Esta situación se había originado en los últimos dieciocho años anteriores al Gobierno de Allende. Carlos Ibáñez, que gobernó entre 1952 y 1958, dejó una deuda externa neta -vale decir, la deuda externa, deducidas las reservas brutas del sistema monetario- de 331 millones de dólares. El Gobierno siguiente elevó esa cifra en más de mil millones de dólares, dejando un saldo neto de endeudamiento de 1.494 millones de dólares. La administración de Eduardo Frei aumentó nuevamente esa cifra haciéndola llegar a un total de 1.779 millones de dólares.59

			En torno del monto de la deuda externa heredada por Allende, hubo una muy ardua polémica que vale la pena referir, aunque sea someramente. En la Primera Exposición del Gobierno de Allende sobre el Estado de la Hacienda Pública, se señalaba que la deuda externa de Chile a 1970 alcanzaba a 2.275 millones de dólares, cifra que es idéntica a la señalada en la nota anterior. Sin embargo, a partir de mediados de 1971, el Gobierno comenzó a desconocer sus propias cifras ya dadas y planteó que la deuda externa en 1970 era de más de 4.000 millones de dólares, centrando en este hecho una campaña de propaganda que fue arreciando a la par que se acrecentaba el fracaso de la gestión económica de la Unidad Popular. A comienzos de 1972 el Gobierno reunió los antecedentes para la renegociación de la deuda externa en el Club de París, publicándose un documento (Republic of Chile; Background Information Presented by the Government of Chile for the Renegotiation of its Foreign Debt”; mimeógrafo; Santiago, enero de 1972), que la hacía llegar para 1970 a 4.227 millones de dólares. ¿Cómo había sido posible que en el transcurso de un solo año, un mismo Gobierno hubiera entregado cifras sobre la deuda externa que tenían diferencias en el total de un 100% y de 2.000 millones de dólares? Se trataba simplemente de una muy particular redefinición de lo que debía entenderse por deuda externa. Los datos eran los mismos, pero al saldo neto de la deuda externa de 1970, que a fines de 1971 era de 2.499 millones de dólares, se habían agregado 661 millones de dólares correspondientes a créditos concedidos, pero no utilizados; 111 millones de dólares, que no eran créditos sino aportes de capital y, sorprendentemente, 955 millones de dólares correspondientes a intereses por devengar. Ciertamente esta fórmula de calcular la deuda externa era una curiosidad en el mundo de las finanzas, pero... ¡qué buen material propagandístico!

			Para una correcta evaluación de las cifras anteriores es necesario tener presente, además, lo siguiente: que mientras la deuda externa neta creció en 285 millones de dólares entre 1964 y 1970, las exportaciones más que se duplicaron en el período, con lo cual se produjo una muy importante disminución relativa de la deuda externa, medida en cuanto porcentaje del total de las exportaciones; así, mientras en 1964 la deuda externa equivalía aproximadamente a las exportaciones totales del país durante 34 meses, en 1970 la deuda externa equivalía a sólo 18 meses de las exportaciones totales. En segundo lugar, “las deudas de corto plazo en moneda extranjera, incluidas las coberturas diferidas, que alcanzaban a cerca de 340 millones de dólares en 1964, se redujeron a aproximadamente 130 millones de dólares en 1970”.60

			Finalmente, habría que recalcar que el grueso de esa deuda había sido contraído para financiar inversiones directamente reproductivas y que, por lo tanto, tenía su contrapartida en una ampliación de la capacidad productiva del país.

			Sin duda alguna, Allende heredaba una situación difícil desde el punto de vista del endeudamiento externo; pero comparativamente era mucho más favorable que aquella de la que se había hecho cargo seis años antes el Gobierno de Frei.

			Un último factor a considerar en este aspecto era la desnacionalización de la industria, fenómeno que se había producido durante toda la década del 60 hasta culminar en 1970. Como es sabido, el hecho relevante de esos años, desde el punto de vista de la inversión extranjera, era su desplazamiento desde la explotación de los recursos naturales hacia la industria, y dentro de ésta, especialmente a sus sectores más dinámicos. Se trataba de un fenómeno nuevo que en cierto modo sorprendió a los países latinoamericanos.

			La magnitud de este fenómeno ha sido cuantificada en un interesante trabajo del economista Sergio Bitar,61 quien ha señalado que del total del capital pagado en las sociedades anónimas industriales, cuyo número se calculaba en 800 para 1967 y 850 en 1969, el 16,5% se encontraba en manos extranjeras en 1967 y el 20,3% en 1969. Pero paralelamente a esa expansión del capital extranjero se registraba un aumento aún mayor del capital estatal en esas mismas sociedades anónimas, de manera que su participación que en 1967 era de apenas un 7,4%, se había elevado a 16,7% en 1969.62

			Este hecho llevaba a Bitar a plantear, entre otras, dos hipótesis de trabajo: la primera era que “el sector privado, que operaba en empresas grandes, se veía frecuentemente instado a optar entre un socio o el otro para poder conservar parte de su influencia”; la segunda era “que el Estado actuaba como compensador de la debilidad de los privados, para evitar una dominación excesiva de la empresa extranjera”, suposición que parecía válida sólo para las industrias intermedias tales como “química, caucho, celulosa, productos metálicos, etc.”63

			8. EL CARÁCTER DE LAS FUERZAS ARMADAS

			Finalmente y, por cierto, no lo menos importante, Chile tenía una honrosa tradición de respeto de las Fuerzas Armadas a la institucionalidad civil y a la Constitución. Este hecho era destacado mundialmente y figura como una de las piedras angulares sobre las que se erigía el Gobierno de la Unidad Popular. Joan Garcés, asesor político de Allende, señalaba que “las Fuerzas Armadas, desde hace cuarenta años no han sido un factor de poder (...) Con todas las limitaciones que le son inherentes, el sistema socio-político chileno ha sido lo suficientemente robusto y flexible para no propiciar la intervención de las Fuerzas Armadas en materias civiles, ni siquiera su arbitraje”.64

			9. CONCLUSIÓN

			La descripción que hemos hecho, eran “las bases objetivas” de la esperanza que Chile hacía renacer en el socialismo. Este pequeño país latinoamericano, “geográficamente loco pero históricamente razonable”, con su economía ya semidesarrollada, con su sociedad políticamente muy madura, con un desarrollo social excepcional y con Fuerzas Armadas caracterizadas por su respeto a la institucionalidad, estaba exento de aquellas realidades que habían originado revoluciones “pervertidas” y “deformadas”.

			De estas sólidas bases arrancaban los caminos de Allende.

			 






			CAPÍTULO III

			La vía chilena: 
una esperanza sin base política

			Había un camino que iba desde las sociedades agrarias hacia el socialismo. Lo había planteado Lenin en dura pugna contra la ortodoxia que afirmaba que no era posible recorrerlo. “Somos un país sin renacimiento, ni reforma, ni ilustración. No podemos construir el tejado encima del suelo, del zarismo. Tenemos que vivir la revolución burguesa y cosechar sus frutos”, decían sus detractores.65

			Pero no se conocía un camino que llevara desde sociedades relativamente industrializadas y de un alto grado de desarrollo democrático-burgués hacia el socialismo. ¿Esa sería la tarea que la Historia había reservado a Chile y a Allende? ¿Se daría aquí en Chile la anticipación prevista por Marx, donde el socialismo seguía a la revolución burguesa y al capitalismo monopolista de Estado?

			La afirmación de que así ocurriría constituía la clave del atractivo que “la vía chilena” despertaba en el mundo entero.

			La “vía chilena” aparecía así caracterizada como “socialista-marxista-humanista-democrática” y prometía ser la gran esperanza de que era posible conciliar el camino al socialismo con la democracia, el pluralismo, la generación del poder en elecciones periódicas y, en general, con las libertades y garantías individuales que no por su origen liberal dejaban de ser valiosas conquistas de la humanidad. Las grandes revistas y los principales diarios del mundo alentaban esa esperanza hablando de una “primavera de Chile”, con lo que buscaban situar la experiencia de Allende en la misma búsqueda de Checoslovaquia de un “socialismo con rostro humano” y, más frecuentemente aún, se hablaba de “la vía democrática al socialismo”, con lo que se evitaban los riesgos de las analogías pero a la vez se remarcaba el atractivo de la experiencia -”lo democrático”-, lo que era también una fuerte crítica a los “socialismos concretos”, que por exclusión aparecían definidos como “vías no democráticas”.

			Las imágenes que comentamos encontraban, por cierto, buen asidero en los discursos de Allende; pero ni todo el respaldo presidencial podía ocultar las profundas contradicciones que en el seno de la propia combinación de gobierno provocaba este proyecto que revoloteaba por el mundo.

			Esas contradicciones muy raras veces eran destacadas por la “gran prensa”. Los que hablaban de la “primavera de Chile” no podían dejar de saber que el Partido Comunista chileno -el principal inspirador táctico de la Unidad Popular; hasta 1970 el de mayor poderío electoral dentro de la combinación (15,9% de la votación del país) y por siempre el más organizado y monolítico de Chile- era conocido mundialmente por su obsecuente docilidad a Moscú, al punto que el aplastamiento de la “primavera de Praga” fue saludado fervorosamente por el comunismo chileno, sin que al exterior de él se tradujera la sombra de una escisión o siquiera de una duda.66

			Tampoco podían desconocer los que hablaban de la “vía democrática al socialismo”, que el Partido Socialista, el propio partido de Salvador Allende, hasta 1970 el segundo en importancia electoral dentro de la Unidad Popular (12,3% de la votación total), en su último Congreso anterior a la elección de 1970, había rechazado expresamente la democracia como forma de alcanzar el poder, pronunciándose clara y tajantemente por “la lucha armada” como “la única vía que conduce a la toma del poder político y económico y a su ulterior defensa y fortalecimiento”.67

			Así, “la vía chilena” sólo llegó a tener una imagen coherente (“socialista-marxista-humanista-democrática”) muy en su exterior, pero encubriendo apenas debajo de la piel una dolorosa pugna que no sólo alcanzaba a sus métodos, sino que se expresaba por igual en sus formulaciones teóricas.

			1. UNA VÍA PACÍFICA HACIA UN SOCIALISMO SIN DICTADURA DEL PROLETARIADO

			La exposición más acabada sobre “la vía chilena” fue hecha por Salvador Allende en su Primer Mensaje Presidencial leído ante el Congreso Pleno el 21 de mayo de 1971. Allí Allende planteó la existencia de dos formas de construir el socialismo. La primera era la de Rusia; la segunda, la que en esos momentos se estaba intentando en Chile. La Rusia del año 17 había edificado “una de las formas de construcción de la sociedad socialista que es la dictadura del proletariado”. “Como Rusia entonces, Chile se encuentra ante la necesidad de iniciar una manera nueva de construir la sociedad socialista: la vía revolucionaria nuestra, la vía pluralista, anticipada por los clásicos del marxismo, pero jamás antes concretada… Chile es hoy la primera nación de la tierra llamada a conformar el segundo modelo de transición a la sociedad socialista”.68

			El carácter distinto de esta experiencia era insistentemente remarcado por Allende: “La tarea es de complejidad extraordinaria, porque no hay precedente en que podamos inspirarnos. Pisamos un camino nuevo; marchamos sin guía por un terreno desconocido; apenas teniendo como brújula nuestra fidelidad al humanismo de todas las épocas -particularmente el humanismo marxista- y teniendo como norte el proyecto de la sociedad que deseamos”. “En términos más directos, nuestra tarea es definir en la práctica, como la vía chilena al socialismo, un modelo nuevo de Estado, de economía y de sociedad, centrado en el hombre, sus necesidades y aspiraciones... no existen experiencias anteriores que podamos usar como modelo; tenemos que desarrollar la teoría y la práctica de nuevas formas de organización social, política y económica, tanto para la ruptura con el subdesarrollo como para la creación socialista”.69

			El planteamiento no podía ser más claro. “La vía chilena” no sólo tenía diferencias adjetivas con “las otras vías”. No se trataba de que sobre un mismo camino o modelo la realidad nacional dejara su impronta marcando con un sello distinto un fenómeno que en lo sustancial era el mismo, con unas mismas etapas, con unas mismas leyes. Si la formulación que Allende hacía de “la vía chilena” hubiere consistido en el reconocimiento de este solo hecho, su planteamiento no se hubiera apartado un ápice de los que habrían podido formular -y que de hecho formularon según se verá- los más ortodoxos entre los dirigentes de los partidos comunistas pro soviéticos del continente. Pero no era así. Por el contrario, se trataba de una formulación extremadamente original que, utilizando una expresión de Allende, ciertamente “rompía la virginidad de los ortodoxos” y… ¡de qué manera! Si el primer camino hacia el socialismo era la dictadura del proletariado, el segundo no pasaría por ahí. Pero, además, se distinguía porque buscaba “un modelo nuevo de Estado, de economía, de sociedad” para el que no existían “experiencias anteriores que podamos usar como modelo”.

			Ante este proyecto histórico ¿cómo se definían las fuerzas políticas y especialmente los partidos que eran el nervio y motor del Gobierno de Allende?

			2. ALLENDE ES MINORÍA EN SU PROPIO PARTIDO

			De los partidos que en 1970 copaban la escena política chilena (nacionales, radicales, demócratas cristianos, socialistas y comunistas sumaban sobre el 90% del electorado del país), ninguno tiene una historia más turbulenta que el Partido Socialista. Está fuera de duda que era fundamentalmente un partido de base obrera; sin embargo su funcionamiento -su formalidad operativa si se pudiera decir- era una rara mezcla del autoritarismo característico de los partidos marxistas, con las luchas intestinas, el caudillismo, las querellas personales propias del más tradicional de los partidos burgueses. La superación de los últimos vicios señalados empezó a ser encarada mediante una creciente liquidación de la democracia interna, hecha en el marco de una nueva legislación electoral que tendió a impedir el fraccionamiento de los partidos, dificultando gravemente la representación parlamentaria de los grupos minoritarios.70 Así, la organización del Partido Socialista tendió a castigar fuertemente las disensiones internas, en la seguridad que el sistema electoral castigaba también implacablemente a aquellos grupos que se retiraban del Partido, al disminuir sus posibilidades de viabilidad política que en la democracia liberal consisten esencialmente en alcanzar representación parlamentaria.

			En este marco, de una lucha política caracterizada por la presencia de los más viejos y tradicionales vicios de los partidos burgueses o pequeño burgueses, se desarrolló la actividad política partidaria de Allende, quien llegó a ser secretario general de su colectividad en los años 1943 y 44, para después encabezar uno de los tantos grupos minoritarios que dividieron al socialismo chileno. Producida la reunificación del socialismo en 1957, Allende pasó a constituir una minoría dentro del grupo oligárquico que controlaba la dirección superior del Partido al punto que en las seis elecciones de Comité Central que hubo a partir de esa fecha y hasta el momento en que fue elegido Presidente de la República, no integrará ni una sola vez el Comité Central del Partido Socialista. 71

			Pero la gran curiosidad que presentaba la trayectoria política de Allende fue la contradicción entre esta situación minoritaria al interior del aparato directivo del Partido y la condición que le reconocía el electorado de líder no sólo de su Partido sino de toda la izquierda.

			Este hecho fue claramente percibido por los militantes de número del Partido Socialista, que veían en él la única personalidad que los podía conducir a una victoria electoral en una contienda presidencial; y esta convicción era tan fuerte, que su candidatura, como se verá más adelante, llegó a ser impuesta a la dirección superior del Partido.

			Por otra parte, Allende era entre los dirigentes socialistas que eventualmente podían ser considerados para una candidatura presidencial, el que daba mayores garantías al Partido Comunista. En 1950 Allende abandonó el Partido Socialista encabezando un pequeño grupo que se oponía a apoyar la candidatura de Ibáñez y pasó a integrar el Partido Socialista de Chile. Esta fracción socialista llegaría a un acuerdo con el Partido Comunista, en ese entonces fuera de la ley, para levantar un candidato propio, de lo que resultó la primera candidatura presidencial de Salvador Allende (año 1952), que obtuvo apenas un 5,5% del total de los sufragios. A partir de ese momento, la colaboración entre Allende y los comunistas se hizo muy estrecha, circunstancia que no volvería a variar.

			En esos años la situación del tronco principal del Partido Socialista era bastante diferente en sus relaciones con los comunistas. Es cierto que ellos también tenían en su programa como un punto esencial la derogación de la legislación anticomunista, pero eso no era óbice para mantener una dura crítica a la Unión Soviética, a Stalin, al sometimiento de los partidos Comunistas nacionales y en particular del chileno a las directivas emanadas del P. C. de la URSS, y para el establecimiento de lazos muy estrechos con el régimen yugoslavo, vinculaciones que se prolongarían hasta los primeros años de la década del 60.

			El XX Congreso del Partido Comunista Soviético, al denunciar los crímenes de Stalin, suavizó enormemente estas discrepancias, pero sin hacerlas desaparecer por completo, al punto de que diez años más tarde, en junio de 1966, en un seco intercambio de cartas entre los Comités Centrales de ambos partidos, Luís Corvalán contestaría a Aniceto Rodríguez, a la sazón secretario general del Partido Socialista, con una queja bastante amarga: “es profundamente lamentable que ustedes, aunque con cierto eufemismo, sigan pensando y presentándonos en forma que no corresponde a la realidad, sigan creyendo y haciendo creer a vuestros partidarios, que los vínculos internacionales de nuestro Partido y, especialmente, sus relaciones con el Partido Comunista de la Unión Soviética, signifiquen algún tipo de dependencia o subordinación”. 72 Dadas estas circunstancias y conociendo la susceptibilidad y buena memoria de los comunistas en estas materias, no tiene nada de raro que sobre el grueso de los dirigentes socialistas pesara la sospecha de a lo menos un cierto grado de “antisovietismo”.

			Estos dos hechos, el liderazgo reconocido por la militancia socialista en particular y por la izquierda en general, y su buena relación con el Partido Comunista, constituían el fundamento principal del poder de Salvador Allende en la dirección política del Partido Socialista y de la izquierda en su conjunto.

			El primero de ellos contribuyó de manera primordial a la designación de Allende como el precandidato presidencial para 1970 que el socialismo sometió a la consideración de “la mesa redonda”73 que debía elegir el candidato de la Unidad Popular, y el segundo fue la clave para la adopción de esta última decisión.

			La campaña interna para la elección de un precandidato presidencial hizo surgir en el seno del Partido Socialista tres corrientes: los partidarios de llevar a Allende a una cuarta candidatura a la presidencia; los que proponían la proclamación del entonces secretario general Aniceto Rodríguez; y un último sector, encabezado por Carlos Altamirano, que se mostraba prescindente frente al proceso electoral, actuando de esa manera en forma más acorde con los votos políticos aprobados en los últimos Congresos Ordinarios del Partido.

			El Comité Central, en el que Allende era clara minoría, comprendiendo los riesgos que implicaba bloquear su candidatura, optó por hacer una consulta a los dirigentes intermedios: “del 15 al 17 de agosto de 1969 se efectuaron en todas las provincias plenos regionales del Partido Socialista. En tales reuniones afloraron, en votaciones internas, las diversas posiciones. Un número mayoritario de provincias se pronunció por la proclamación de Allende (…) Los pronunciamientos de las provincias dificultaron las pretensiones de los partidarios de Aniceto Rodríguez”.74
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